MENSAJE DE S.E. EL VICEPRESIDENTE DE LA REPUBLICA CON EL QUE SE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY Nº 18.410, ORGANICA DE LA SUPERINTENDENCIA DE ELECTRICIDAD Y COMBUSTIBLES  Y EL D.F.L. Nº 1, DE 1982, DE MINERIA, LEY GENERAL DE SERVICIOS ELECTRICOS, CON EL OBJETO DE FORTALECER EL REGIMEN DE FISCALIZACION DEL SECTOR. __________________________________





SANTIAGO, diciembre 15 de 1998

















M E N S A J E Nº 135-339/

















Honorable Cámara de Diputados:


A S.E. EL 


PRESIDENTE


DE LA H. 


CAMARA DE


DIPUTADOS.





El Supremo Gobierno, atendiendo a las consideraciones que se expondrán a continuación, y considerando las graves consecuencias que, tanto para la población como para el sector productivo, produce la falta de suministro eléctrico, ha resuelto proponer una iniciativa legal que permita fortalecer el régimen de fiscalización actualmente vigente para el sector eléctrico. 





I.	ANTECEDENTES DEL SISTEMA ELECTRICO.


La energía eléctrica se caracteriza por ser un insumo de numerosas actividades productivas, no ser almacenable y por el hecho de que su producción debe ajustarse simultáneamente a la demanda. De tales características emana la necesidad de coordinación entre las distintas centrales generadoras, transmisoras y distribuidoras, a fin que la demanda esté permanentemente satisfecha y no exista una sobre-oferta.


En nuestro país existe un mecanismo de coordinación al que deben someterse las centrales generadoras, las líneas de transporte y las distribuidoras que funcionan interconectadas entre sí. 


Este sistema opera sobre la base de que las entidades propietarias de las instalaciones deben constituir, en cada sistema eléctrico, un organismo de coordinación y operación, denominado Centro de Despacho Económico de Carga (CDEC), conforme a la reglamentación que los rige. Cada CDEC planifica la operación de corto plazo del sistema, calcula los costos marginales instantáneos de energía, coordina la mantención preventiva, verifica el cumplimiento de los programas de operación, y determina y valoriza la transferencia de electricidad entre los actores del respectivo sistema. 


Constituye, por tanto, el organismo encargado de determinar la operación del conjunto de centrales generadoras, líneas de transporte y demás instalaciones interconectadas a un determinado sistema eléctrico, de modo que el costo del abastecimiento eléctrico sea el mínimo posible, compatible con una seguridad y calidad prefijadas.





II.	LA CONCESION, EL SERVICIO PUBLICO Y LA REGULACION.


1.	La sujeción al marco regulatorio.


El mercado eléctrico está segmentado entre la función de generación, la de transporte y la de distribución. 


No obstante, sólo la actividad de distribución requiere obligatoriamente una concesión para operar. En cambio, los generadores y transmisores pueden pedir una concesión sólo si lo desean. Pero ella no es un título para operar, sino que es un título para obtener privilegios, como el de imponer servidumbres.


Sin embargo, toda la actividad de producción o generación, así como la de transmisión, están sujetas a un marco regulatorio que les es obligatorio, independientemente de la existencia de una concesión. En efecto, el artículo 1º del D.F.L. Nº 1, de 1982, de Minería, dispone que "La producción, el transporte, la distribución, el régimen de tarifas y las funciones del Estado relacionadas con estas materias se regirán por la presente ley.", mientras que diversas otras normas del mismo cuerpo legal hacen explícita esta sujeción de toda la actividad eléctrica a la regulación legal y reglamentaria. La actividad es, de este modo, especialmente disciplinada en su totalidad.


2.	La concesión de servicio público de distribución.


Ahora bien, en el caso de la distribución de electricidad se requiere de un título habilitante otorgado por el Estado: una concesión de servicio público de distribución. La concesión de distribución está concebida como un servicio público; no es, por tanto, una actividad privada ciento por ciento. En tal sentido, está sujeta a las características propias de los servicios públicos.


Dicha condición obedece, en primer lugar, a una razón histórica: fue el Estado el que inició la electrificación del país. Además, es una actividad que al Estado le interesa regular y controlar, porque el suministro eléctrico es considerado un servicio básico o de utilidad pública.


Por el motivo expresado, dicha actividad opera bajo la forma de un servicio público. Pero no en el sentido de un órgano integrante de la administración del Estado, sino como una actividad destinada a satisfacer necesidades públicas de manera regular y continua. 


3.	El servicio público. Sus particularidades.


La finalidad general de los servicios públicos es la de procurar la atención de necesidades de interés público mediante presta�ciones dirigidas a los particula�res, individualmente o en su conjunto.


En razón de lo anterior, los elementos que conceptualizan un servicio público son los siguientes.


En primer lugar, el servicio público debe consistir en una actividad de presta�ción, de cualquier tipo que sea, es decir, debe consistir en una actividad que tienda a otorgar a otros un servicio, una ventaja, un beneficio, un bien, etc.


En segundo lugar, la actividad en que consiste el servicio es asumida por la administración, lo cual implica que debe existir una decisión en tal sentido, adoptada a través de los medios que sean conducen�tes para ello. Esa decisión estatal, en nuestro ordenamiento jurídico, asume la forma de una ley. 


En tercer lugar, la administración puede cumplir la actividad en que consista el servicio público por sí misma, es decir, en forma directa; o bien, de modo indirecto, por medio de concesiones otorgadas en favor de particulares.


En otras palabras, si la prestación se hace en forma directa, es la propia administra�ción quien la realiza o ejecuta. Si se hace en forma indirecta, la prestación se lleva a cabo a través de los administra�dos, ya sea que éstos actúen en forma individual o bajo la forma de empresa. Si se trata de una prestación de carácter económico, se utiliza el sistema de concesión de servicios públicos.


En cuarto lugar, el servicio público debe siempre estar previsto para atender la satisfac�ción de necesidades de interés público. 


Finalmente, el servicio público se presta conforme a un régimen especial, que le es propio y que permite diferenciarlo de otras actividades administrativas. Entre otros caracteres, destaca el régimen de derecho público a que está sujeto.


4.	Principios comunes a la prestación de un servicio público.


Ahora bien, la prestación de todo servicio público tiene ciertos principios comunes.


En primer lugar, la prestación de los servicios públicos debe ser continuada, es decir, no debe ser interrumpida, ya que esa continuidad contribu�ye a su puntualidad y regularidad, así como a su eficiencia y oportunidad.


Todo servicio público debe ser cumplido, además, de manera regular.  Es decir, se debe otorgar conforme a las reglas, normas y condiciones que hayan sido preestablecidas para ese fin o que le sean aplicables, las cuales determinan, en su conjunto, la forma de prestación de dichos servicios.


Finalmente, el tercer principio que regula todo servicio público es la uniformidad o igualdad. Implica que todos los posibles usuarios de un servicio público tienen derecho a exigir y recibir las presta�ciones que éste otorgue, en igualdad de condiciones.


La igualdad a que está sujeto todo servicio público en su prestación trae dos importantes consecuencias: la generalidad y la obligatoriedad. La generalidad del servicio público consiste en el reconocimiento de que todos los habitantes tienen el derecho de utilizarlos, de acuerdo a las modalidades establecidas, sin que se pueda negar a unos, sin causa debida, lo que se concede a otros.


En consecuencia, la generalidad niega la posibilidad de que haya exclusiones arbitrarias o indebidas.


El otro efecto de la igualdad es la obligatoridad, pues existe el deber para quien tiene a su cargo la realización de un servicio �ya sea la adminis�tración pública o un concesionario�, de prestarlo necesaria�mente, cada vez que le sea requerido por cualquier usuario.





III.	LAS SUPERINTENDENCIAS.


1.	La actividad reguladora del Estado.


Las Superintendencias se enmarcan dentro de la función reguladora del Estado. Si en años anteriores al Estado se le asignaba la tarea de desarrollar actividades económicas o entregar o proteger monopolios, hoy se le asigna el rol de velar porque la actuación de entes que comprometen el interés público, se desarrolle dentro de ciertos parámetros previamente definidos, de modo que no incurran en abusos que perjudiquen gravemente a terceros o cometan infracciones al ordenamiento jurídico.


La función reguladora del Estado se funda, por una parte, en el artículo 19 Nº 21 de la Constitución. Conforme a este precepto, la actividad económica debe desarrollarse "respetando las normas legales que las regulen". Sujetar una actividad económica a una regulación significa, ha dicho nuestro Tribunal Constitucional, establecer las formas o normas conforme a las cuales debe realizarse. Regular una actividad económica, es someterla al imperio de una reglamentación que indique como puede realizarse.


También se funda en que el Estado no puede discriminar en el trato que debe otorgar en materia económica (artículo 19 Nº 20). Es decir, debe respetar la igualdad ante la ley.


La existencia de las Superintendencias obedece al principio democrático de que "no hay poder sin control". El rol que cumplen estos organismos se impone para asegurar la sujeción de ciertos entes a reglas y principios que respeten el bien común, de modo que no haya abuso y pueda desarrollarse la libre competencia sin obstáculos o distorsiones.


2.	Las potestades de las Superintendencias.


La ley inviste a las Superintendencias de variadas potestades. Entre éstas, la que define su naturaleza jurídica, es su facultad fiscalizadora. En virtud de ella, pueden examinar todo tipo de documentación, requerir infor�maciones, realizar visitas, citar a declarar a algunas personas y formular ciertas exigencias.


Todas las leyes que regulan a las Superintendencias les entregan facultades de este tipo. Así, por ejemplo, el artículo 4º del decreto ley Nº 3.538, de la Superintendencia de Valores y Seguros, le encarga velar porque las personas o instituciones fiscalizadas, desde su iniciación hasta el término de su liquidación, cumplan con las leyes, reglamentos y estatutos que las rijan.


Por su parte, el artículo 12 del D.F.L. Nº 3, de Hacienda, de 1997, faculta a la Superintenden�cia de Bancos o Instituciones Financieras para velar porque las instituciones fiscalizadas cumplan con las leyes, reglamentos, estatutos y otras disposicio�nes que las rijan, y para ejercer la más amplia fiscaliza�ción sobre todas sus operaciones y negocios. 


Enseguida, el artículo 2º del DFL Nº 101, de Trabajo, de 1980, faculta a la Superintendencia de AFP para ejercer el control de las Administradoras en los órdenes financiero, material, jurídico y administrativo. De la misma manera se expresa el inciso final del artículo 1º de la ley Nº 18.933, que encarga a la Superintendencia de ISAPRES la supervigilancia y control de estas instituciones. 


Finalmente, el artículo 2º de la Ley Nº 18.902, señala que corresponde a la Superintendencia de Servicios Sanitarios la fiscalización de los prestadores de servicios sanitarios y del cumplimiento de las normas relativas a dichos servicios, y el control de los residuos líquidos industriales.


La actividad de las Superintendencias constituye, de este modo, un control externo a las entidades controladas.


3.	Las facultades fiscalizadoras en particular.


Las facultades fiscalizadoras de las Superintendencias pueden agruparse en cinco grandes categorías.


En primer lugar, están las facultades para examinar documentos. En virtud de éstas, las Superintendencias tienen atribuciones para examinar todos los libros, cuentas, archivos y documentos, pudiendo incluso, solicitar su entrega, si eso no altera el desenvolvimiento normal de las activida�des del afectado. En todo caso, dicha documentación debe estar permanentemente disponible para su examen por parte de dichas entidades.


En segundo lugar, tienen facultades para requerir información. En efecto, las Superintendencias pueden requerir de los sujetos o actividades fiscalizados o de sus administrado�res o representantes legales, todos los antecedentes y explicaciones que juzguen necesarios para su información.


En tercer lugar, cuentan con facultades para realizar visitas, que permiten a las Superintendencias inspeccio�nar, por medio de sus empleados o de audito�res, a las personas o entidades fiscalizadas.


En cuarto lugar, tienen facultades para formular exigencias. En efecto, las Superintendencias pueden, por ejemplo, pedir la ejecución y presentación de balances y estados financieros en las fechas que estimen convenientes, para comprobar la exactitud de alguna información, o impartir instrucciones generales sobre materias de su competencia.


Finalmente, están las facultades para citar a declarar. En virtud de ellas, las Superintendencias pueden disponer que se cite a declarar bajo juramento, a cualquier persona que tenga conocimiento de algún hecho que se requiera aclarar para una mejor fiscalización.


4.	La potestad sancionatoria.


Otra potestad, distinta a la fiscalizadora, es la que permite a las Superintendencias aplicar multas, clausu�ras, revocaciones, etc., en caso de existir infracción a las normas legales, reglamentarias o técnicas, o incumplimiento de las órdenes o instrucciones que emitan.


Como se sabe, la sanción administrativa consiste en cualquier medida correctiva o disciplinaria aplicada por la adminis�tración a una persona, como consecuencia de una conducta ilegal, a resultas de un procedimien�to administra�tivo y con una finalidad puramente represora.


Los elementos, entonces, a partir de los cuales se construye la sanción administrativa son, en primer lugar, el que sea aplicada por un órgano de la administración. Enseguida, debe consistir en la imposición de una medida que signifique la privación de un derecho preexistente o la imposición de un nuevo deber. En tercer lugar, debe existir una conducta antijurídica. En cuarto lugar, la sanción administrativa debe buscar restablecer el orden previamente quebrantado por la acción del transgresor. Finalmen�te, debe enmarcarse dentro de un procedimiento administrativo.


Una de las sanciones típicas que aplican las Superintendencias, es la multa. Esta, por regla general, es impuesta por resolución del Superintendente respectivo. De ella puede reclamarse ante los tribunales de justicia.  Lo habitual es que tenga plazo de prescripción de tres o cuatro años.





IV.	LA NORMATIVA Y LA INSTITUCIONALIDAD FISCALIZADORA EN MATERIA DE ELECTRICIDAD.


1.	La obligación de servicio y la calidad de suministro.


El mercado de la distribución eléctrica está concebido como un servicio público que requiere, para ser operado, de una concesión. "La distribución de electricidad a usuarios ubicados en la zona de concesión sólo podrá ser efectuada mediante concesión de servicio público de distribución", dispone el artículo 16 del DFL Nº 1, de 1982, de Minería.


El servicio público de distribución consiste en aquel suministro que efectúa una empresa concesionaria a usuarios finales ubicados en sus zonas de concesión, o a usuarios ubicados fuera de ella que se conecten a las concesionarias mediante líneas propias o de terceros (Art. 7º, DFL Nº 1, de 1982, de Minería).


Si la calidad del servicio suministrado por un concesionario no corresponde a las exigencias preestablecidas en la ley y su reglamento, o a las condiciones estipuladas en el respectivo decreto de concesión, el Presidente de la República, mediante decreto supremo fundado, puede declarar caducadas las concesiones de distribución (Art. 40, DFL Nº 1, de 1982, de Minería).


Sin embargo, la caducidad no puede ser declarada cuando exista caso fortuito o fuerza mayor debidamente comprobados por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles (inciso 2º, Art. 83, DFL Nº 1, de 1982, de Minería, en relación con el Nº 11 del Art. 3º de la Ley 18.410, Orgánica de dicha Superintendencia).


2.	La Superintendencia de Electricidad y Combustibles.


Un rol protagónico en este sector económico, juega la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.


Esta es un servicio público descentralizado, que se relaciona con el Gobierno por intermedio del Ministerio de Economía.


El propósito básico de la Superintendencia es fiscalizar y supervigilar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias, y normas técnicas sobre generación, producción, almacenamiento, transporte y distribución de combustibles líquidos, gas y electricidad; verificar que la calidad de los servicios que se presten a los usuarios sea la señalada en dichas disposiciones y normas técnicas, y que las antes citadas operaciones y el uso de los recursos energéticos, no constituyan peligro para las personas o cosas.


Respecto a sus facultades, cabe destacar que la Superintendencia puede requerir de los concesionarios la adecuación de la calidad del servicio a las exigencias legales. También puede amonestar, multar e incluso administrar provisionalmente el servicio, si la calidad de éste es reiterada�mente ineficiente. Además, puede fiscalizar las instalaciones y servicios eléctricos, y requerir los datos técnicos para el cumplimiento de sus funciones, así como la comparecen�cia y exhibición de documentos (Art. 3º, Ley Nº 18.410).


Similares atribuciones le competen en relación a las actividades de generación y transmisión, por aplicación de los artículos 1º y 131 del D.F.L. Nº 1, de 1982, de Minería, Ley General de Servicios Eléctricos.


Sin embargo, las multas que puede aplicar la Superintendencia van de 1 a 500 UTM, resultando a todas luces insuficientes para lograr los propósitos de una sanción de esta naturaleza, frente a las empresas que fiscaliza.


Además, dichos montos no son equivalentes a los que infracciones semejantes pueden traer aparejados en otros servicios concesionados, como, por ejemplo, los sanitarios.





V.	LOS CORTES DE ENERGIA EN AÑOS ANTERIORES Y LA SITUACIÓN DE RACIONAMIENTO ACTUALMENTE VIGENTE.


1.	Los cortes de suministro imprevistos o no programados.


En el transcurso de este año y de los anteriores, el país ha padecido en varias ocasiones la suspensión imprevista del suministro de energía eléctrica.


Así por ejemplo, el 1º de mayo de 1997, se produjo una interrupción del suministro que, durante media hora, afectó desde la III a la X Región. Un caso similar se produjo el 13 de octubre del mismo año, en el momento de mayor actividad nacional.


En el Sistema Interconectado del Norte Grande, durante el transcurso del año anterior y del año en curso, se han registrado multiplicidad de casos similares, afectando a la I y II regiones.


Las consecuencias de estas situaciones para la economía del país, la seguridad de las personas y los bienes, son incalculables.


El decreto con fuerza de ley Nº 1 de 1982, de Minería, Ley General de Servicios Eléctricos, consagra en su artículo 81, las normas de derecho publico básicas del sector eléctrico, al establecer la obligación de interconexión y el deber de coordinación de la operación de las instalaciones eléctricas interconectadas, con el fin de preservar la seguridad del servicio en el sistema eléctrico y garantizar la operación más económica del sistema.


Por otra parte, el suministro de electricidad, como servicio de utilidad publica esencial para la población, está legalmente sujeto a exigencias especiales en su prestación. Entre éstas, la continuidad del servicio es una de las exigencias básicas que la ley establece, al imponer a todos los concesionarios de servicio publico el deber de mantener las instalaciones en buen estado, y de ajustar el servicio que proporcionan a los estándares de calidad que se fijen conforme a ella.


La obligación de los concesionarios de prestar el servicio en continuidad, constituye para los usuarios de servicios eléctricos, el derecho a la exigibilidad y disponibilidad de un bien que en la vida moderna es indispensable para la actividad cotidiana de los ciudadanos.


Por ello, en situaciones de fallas como las expuestas, los ciudadanos con legítima inquietud, se preguntan hasta dónde están protegidos ante tales irregularidades y cómo se sanciona a los responsables de las mismas.


2.	El racionamiento eléctrico y el control o fiscalización de la operación bajo tal régimen.


Como es de público conocimiento, las condiciones de sequía que experimenta el país, unidas al retraso en la operación de algunas centrales térmicas que debían integrarse al parque generador de electricidad, determinaron una situación de déficit en el sistema interconectado central.


Lo anterior llevó a la autoridad a establecer el régimen de racionamiento a partir del 13 de noviembre pasado, conforme lo prevé la Ley General de Servicios Eléctricos, en su artículo 99 bis.


Bajo el régimen de racionamiento, las empresas están autorizadas para programar cortes de suministro a sus usuarios, conforme a la programación de la operación que efectúe al respectivo CDEC, considerando las proyecciones del déficit y manteniendo la seguridad global del sistema.


No obstante, bajo las condiciones deficitarias imperantes, se han transmitido señales contradictorias por parte de las empresas involucradas, tanto en cuanto a su déficit real, como en cuanto a quien debe soportar el costo del racionamiento.


Adicionalmente, ha resultado enormemente difícil imponer un cierto orden en la actividad del CDEC, así como la obtención de información oportuna y veraz.


En tanto, los cortes de suministro, aún cuando paulatinamente se han ido ordenando y disminuyendo, han implicado un costo enorme para la sociedad toda, tanto para la población como para el sector industrial y productivo en general, cuya compensación por las empresas deficitarias, de la forma que ordena la ley y el decreto de racionamiento, no aparece clara en este momento.


De esta forma, al tenor de las experiencias vividas, se ha constatado que la normativa vigente en materia de fiscalización es insuficiente. Esto incide tanto en el ejercicio de las facultades de acceso a una información suficiente por parte de la autoridad, como de sus facultades sancionadoras. Estas últimas son manifiestamente inferiores en su cuantía, tanto en relación al daño producido a la población, como en relación a su real efecto represivo y correctivo de las irregularidades en que incurran las empresas del sector.


A modo de referencia, cabe señalar que la interrupción generalizada del servicio es sancionada en países como Argentina, con multas que pueden ascender a 8 millones de dólares, y en España a 12,5 millones de dólares; cifras éstas muy distantes al máximo de 500 UTM que prevé nuestra legislación ante infracciones de la misma gravedad.





VI.	EL REGLAMENTO de la Ley General de Servicios ELÉCTRICOs: uN PRIMER PASO.


La preocupación por establecer un marco regulatorio que evite perturbaciones al usuario y que permita una eficiente operación de los sistemas eléctricos, así como de las entidades encargadas de su coordinación, ha sido constante durante este Gobierno. 


Consistentemente, se hizo un importante esfuerzo por perfeccionar y complementar el D.F.L. Nº 1, de 1982, de Minería, Ley General de Servicios Eléctricos, mediante la dictación de su reglamento, largamente postergado.


Es así como dicho esfuerzo se concretizó el pasado 11 de noviembre, cuando fue publicado el D.S. Nº 327, de 1997, de Minería, que establece el Reglamento de la Ley General de Servicios Eléctricos.


En las materias relativas a la fiscalización y a la información que requiere la autoridad para ejercer dicha función, este reglamento consagró diversas normas que implican un significativo avance y perfeccionamiento del marco regulatorio vigente.


Así, por ejemplo, se explicitaron y precisaron tanto las obligaciones que asume todo concesionario de distribución, como aquellas que emanan de la interconexión a un sistema eléctrico para todos los actores del sector (generadores, transmisores, distribuidores).


En segundo término, cabe destacar que el referido reglamento vino a suplir el vacío que hasta ahora existía en materia de calidad de servicio y de suministro. En esta materia, se especificaron los aspectos comprendidos en la calidad de servicio que las empresas deben a sus usuarios, así como los estándares de la calidad del suministro que les corresponde cumplir.


La precisión de las obligaciones de las empresas eléctricas constituye un mejoramiento de las condiciones en que el organismo fiscalizador ejerce sus atribuciones, al quedar claramente definidas las exigencias que puede hacer a dichas empresas.


En otro orden de materias, igualmente relevante para los efectos del proyecto que se propone, el reglamento referido ha reestructurado radicalmente los Centros de Despacho Económico de Carga o CDEC, estableciendo disposiciones que aseguran un más eficiente cumplimiento de sus funciones y el acceso expedito a la información que dichos organismos generan.


Específicamente en este último aspecto, el artículo 172 del citado cuerpo normativo, establece la obligación para dichos organismos, de poner a disposición de todos las empresas y demás interesados, información relativa a los valores nuevos de reemplazo, costos de operación y mantenimiento y las proyecciones de potencia transitada y de ingresos tarifarios aplicables al cálculo de peajes. Asimismo, les exige informar a la Comisión Nacional de Energía y a la Superintendencia del ramo, las fallas o anormalidades del sistema, así como cualquier otro aspecto que pueda incidir en la seguridad del servicio.


Por su parte, el artículo 176 del reglamento impone al Directorio de todo Centro de Despacho Económico de Carga, entre otras, la obligación de emitir los informes especiales que la Comisión o la Superintendencia le soliciten acerca de su funcionamiento, sin perjuicio de los informes ordinarios exigidos en otras disposiciones del mismo cuerpo normativo.


A mayor abundamiento, el artículo 201 del reglamento, que establece los diversos informes que los CDEC deben proporcionar a la Comisión Nacional de Energía, también consagra la obligación de mantener permanentemente actualizado un sistema de información de los costos marginales y de los niveles de operación y de transmisión que resulten de la planificación y de la operación, información que deberá ser de acceso público vía transmisión electrónica de datos.


Con todo lo anterior, y muchas otras disposiciones reglamentarias que sería demasiado extenso citar, se ha perfeccionado ampliamente el marco regulatorio en materia de acceso a la información por parte del organismo fiscalizador, así como en cuanto a la precisión de las exigencias a que deben sujetarse las empresas del sector, cuyo cumplimiento dicha entidad debe vigilar.





VII.	EL PROYECTO.


El proyecto de ley que el Ejecutivo somete a la consideración del Honorable Congreso, pretende otorgar al organismo fiscalizador en materia eléctrica, herramientas más eficaces que las actuales. Estas consisten, básicamente, en el fortalecimiento de su acceso a la información y el aumento de las multas a los responsables de la interrupción del suministro.


Las facultades que el proyecto pretende consagrar no innovan radicalmente en el ordenamiento jurídico, pues cuentan con ellas la mayoría de las Superintendencias que hoy día existen.  Desde esta perspectiva, el proyecto no hace más que extender estas facultades a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.


En esta materia, el proyecto, específicamente, propone introducir las siguientes modificaciones a la Ley Nº 18.410, que creó la Superintendencia de Electricidad y Combustibles y establece sus funciones y atribuciones: 


1)	En primer término, se propone una modificación al artículo 2º que establece el objeto de la Superintendencia, en orden a clarificar el concepto allí establecido, por la vía de eliminar un adverbio erróneamente empleado en su redacción original.


2)	Luego, se plantean diversas modificaciones al artículo 3º, que describe las principales funciones y atribuciones del organismo fiscalizador.


Se trata, en este caso, de adecuaciones normativas tendientes a incorporar a la legislación orgánica de la entidad fiscalizadora, las atribuciones que se le conferían en el artículo 131 del D.F.L. Nº 1, de 1982, del Ministerio de Minería, Ley General de Servicios Eléctricos, de modo de concentrar en un solo cuerpo legal sus facultades y funciones.


En este aspecto del proyecto propuesto, hay que recordar que el decreto con fuerza de ley citado fue dictado con anterioridad a la creación de la actual Superintendencia de Electricidad y Combustibles y, por ello, atribuyó a la antecesora de ésta, una serie de atribuciones relativas a la fiscalización del sector eléctrico. 


Estas atribuciones, en su mayoría, son consistentes con las que luego  estableció el artículo 3º de la Ley Nº 18.410. Por ello, sólo ha sido necesario introducir en esta disposición ciertas precisiones, incorporar algunas funciones o facultades que sólo estaban contenidas en el mencionado decreto con fuerza de ley, y radicar en la Superintendencia facultades que actualmente se atribuían al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.


Lo anterior se condice con la actual naturaleza jurídica de la entidad fiscalizadora, de organismo funcionalmente descentralizado, que se relaciona con el Gobierno por intermedio del Ministerio referido.


Con todo, las modificaciones referidas no sólo permiten dar coherencia a la normativa que rige a la Superintendencia, sino también perfeccionar y reforzar su rol fiscalizador, al desentrabar su gestión y radicar en ella las funciones y atribuciones que le permitan cumplir cabalmente su cometido.


Asimismo, se consideran entre las modificaciones propuestas al artículo 3º, aquellas necesarias para ajustar el texto de sus numerales a los nuevos montos de las multas que podrá aplicar la entidad fiscalizadora, de acuerdo a las normas que más adelante se describen.  


3)	En vías del objetivo principal tenido en consideración en el presente proyecto de ley, se propone incorporar cuatro nuevos artículos, signados 3º A al 3º D, en que se contienen disposiciones tendientes a fortalecer las atribuciones fiscalizadoras de la Superintendencia. 


El primero de ellos, otorga al organismo fiscalizador amplias facultades para acceder a la información que requiera en cumplimiento de su función legal. 


Las personas y entidades sujetas a la obligación de entregar información a la Superintendencia, quedan también obligadas a comunicar a ésta, todo hecho relevante que pueda incidir en el abastecimiento o en la seguridad de los sistemas eléctricos, de gas o de combustibles.


El incumplimiento de estas obligaciones, así como la entrega de información falsa, incompleta o manifiestamente errónea, se sanciona con multa de 1 a 10.000 UTA, conforme a las disposiciones pertinentes de la misma ley.


El artículo 3º B que se propone incorporar, otorga expresamente a la Superintendencia la facultad de requerir auditorías a los sujetos fiscalizados. Estas procederán en casos calificados, serán de cargo de los afectados por el respectivo requerimiento y deberán contratarse con un auditor acordado con la entidad fiscalizadora, cuando ésta así lo disponga.


El tercer artículo que se incorpora a la Ley de la Superintendencia, permite al Superintendente citar a declarar a los representantes legales, directores y administradores de las entidades fiscalizadas, bajo apercibimiento legal, quedando autorizado para requerir de la justicia ordinaria la aplicación del procedimiento de apremio contemplado en los artículos 93 y 94 del Código Tributario, cuando sea procedente.


Por último, el siguiente artículo que se incorpora en virtud de esta iniciativa, busca facilitar y garantizar el acceso expedito de los funcionarios de la Superintendencia, tanto a las dependencias que señala el texto vigente, como también a los Centros de Despacho Económico de Carga. 


Con el objeto de facilitar y hacer más eficiente la fiscalización, se confiere a dichos funcionarios el carácter de ministros de fe respecto de los hechos que constaten en la labor fiscalizadora. En virtud de tal calidad, a los hechos que dichos funcionarios establezcan, se les otorga el carácter de presunción legal. 


4)	Por otra parte, en materia de sanciones, se eleva el monto máximo de las multas que puede imponer la SEC a 10.000 UTA, cumpliéndose de ese modo uno de los propósitos fundamentales de la presente iniciativa. Ello se concreta en la modificación del artículo 16 de la Ley de la Superintendencia.


5)	Adicionalmente, por medio de la incorporación de un nuevo artículo 16 Bis, se establece como infracción específica la interrupción del suministro a causa de fallas en la seguridad del sistema, que afecte a una o más áreas de concesión de distribución. La sanción a imponer a quienes resulten responsables, se eleva del máximo actual de las 500 UTM, a un monto que puede llegar hasta el duplo del valor de la energía no suministrada durante la interrupción, valorada a costo de racionamiento.


Ello representará un claro incentivo para que las empresas mejoren la coordinación y la seguridad del sistema. 


Adicionalmente, esta sanción puede resultar incrementada si la falla producida no ha sido causada únicamente por deficiencias en la coordinación, sino por interés de lucro del responsable. En este caso, se suma a la anterior, una multa equivalente al doble del beneficio obtenido por la falla producida.


Asimismo, se señala específicamente la posibilidad de sancionar al responsable con suspensión, revocación o caducidad de los permisos, autorizaciones o concesiones, según corresponda, en relación a las agravantes de reincidencia e intencionalidad en la infracción.


Además, se hace expreso el derecho de las personas o entidades que hayan sufrido daños a causa de la falla, para reclamar las indemnizaciones correspondientes ante la justicia ordinaria.


Por último, se establece una norma especial de reincidencia, que permite considerar como infracción distinta, cada día que el infractor deje transcurrir sin ajustarse a la legislación vigente, después de la orden que al efecto hubiere impartido la Superintendencia.


6)	La derogación del inciso segundo del artículo 17, que también se propone en este proyecto, obedece a la necesidad de eliminar una limitación anacrónica impuesta en dicha disposición, a la atribución que tiene el Superintendente de delegar la facultad de aplicar sanciones, en los Directores Regionales del organismo fiscalizador. 


De esta forma, regirán las normas generales sobre delegación de facultades, correspondiendo al Superintendente evaluar y ponderar el monto de las multas que puedan aplicar los Directores Regionales, beneficiando de este modo, su mejor gestión a nivel regional.


7)	Mediante la incorporación de un nuevo artículo 18 Bis, se regula el plazo para la interposición del recurso de reposición previsto en la Ley Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado, y el término del que dispone la Superintendencia para su resolución. 


Se omite la mención expresa al recurso de protección que contempla la norma actualmente contenida en el artículo 141 de la Ley General de Servicios Eléctricos, toda vez que su consagración constitucional lo hace directamente procedente contra cualquier omisión o acción de la Superintendencia que se estime arbitraria o ilegal, siendo reiterativa su inserción en esta disposición legal.


8)	También en materia de recursos en contra de las resoluciones de la Superintendencia, el proyecto propone la sustitución del actual artículo 19, a objeto de regular un recurso especial de reclamación por ilegalidad, para cuya interposición será requisito el previo pago de la multa impuesta.


9)	Por último, el proyecto plantea la modificación del inciso segundo del artículo 20, con el único objeto de aclarar la forma en que debe procederse a la restitución de las multas enteradas en arcas fiscales, en caso que sean declaradas improcedentes por sentencia judicial.





Pero el proyecto no sólo modifica la Ley Nº 18.410, orgánica de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, sino también la Ley General de Servicios Eléctricos, aprobada por decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1982, del Ministerio de Minería. 


Se trata, en este caso, de simples modificaciones que permitirán una coherencia normativa, y que derivan de los cambios que se introducen a la Ley de la Superintendencia. 





Así, por ejemplo, el texto del actual artículo 130º, con leves modificaciones, pasa a ser un nuevo inciso segundo del artículo 1º del referido decreto con fuerza de ley.


También se propone una adecuación en el artículo 9º, tendiente a dejar explícitamente establecido cuál es el organismo encargado de aplicar y velar por el cumplimiento de la Ley General de Servicios Eléctricos, eliminándose la referencia al Ministerio del Interior que, en la actualidad, no tiene competencias en esta materia. 


Luego, considerando que el proyecto concentra todas las atribuciones y funciones de la Superintendencia en su propia legislación orgánica, se derogan el Título V, y los artículos 139, 140 y 141, que establecen algunas atribuciones y funciones de dicha entidad, todas las cuáles han quedado comprendidas en la Ley Nº 18.410, en virtud del presente proyecto.


Por último, se considera la sustitución del artículo 138º, con el objeto de homologar las sanciones que corresponde aplicar por la infracción a las normas de la Ley General de Servicios Eléctricos, con las multas y facultades que, en esta materia, competen a la Superintendencia.


En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, para ser tratado en la actual Legislatura, Extraordinaria, de Sesiones del Congreso Nacional, con urgencia en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el H. Senado,-  la que,  de  conformidad  con los  artículos  26  y  siguientes  de  la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congre�so Nacional, califico de "simple", el siguiente











P R O Y E C T O  D E  L E Y:











"Articulo 1°.-		Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley N° 18.410, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles:








	1)	Modifícase el artículo 2º de la siguiente forma:





		a)	Sustitúyese la coma (,) que sigue a las palabras "gas y electricidad" por un punto y coma (;).





		b)	Reemplázase la expresión "para" que antecede a la palabra "verificar", por la conjunción "y". 








	2)	Modifícase el artículo 3º, de la siguiente forma:


		a)	Agrégase en el número 13, el siguiente inciso segundo, nuevo:





			"La Superintendencia deberá llevar un archivo actualizado de los antecedentes relativos a las concesiones eléctricas, de gas y de combustibles líquidos.".





		b)	Sustitúyese el inciso segundo del número 14, por los siguientes:





			"Las máquinas, instrumentos, equipos, artefactos, aparatos y materiales que, de conformidad con la normativa vigente, deban sujetarse a la certificación prevista en el inciso anterior, no podrán comercializarse en el país sin contar con el respectivo certificado de aprobación.





			La Superintendencia podrá requisar, con el auxilio de la fuerza pública, la totalidad de los materiales o productos de cualquier procedencia que, estando obligados a obtener certificado de aprobación, sean comercializados en el país sin contar con éste.





			El certificado de aprobación dará derecho al uso de un distintivo en los productos respectivos. El uso indebido de éste, será sancionado con multa no inferior a cinco UTA.".





		c)	Agrégase en el número 15, a continuación del punto final (.), que pasa a ser una coma (,), la siguiente oración:





			"de conformidad con las normas reglamentarias pertinentes.".





		d)	Incorpórase en el numero 16, el siguiente inciso segundo, nuevo:





			"Las pruebas a los instrumentos de medida serán de cargo de la empresa concesionaria si se comprobare que el instrumento es inexacto y no se ajusta a la norma respectiva y, por el contrario, será de cargo del reclamante, si se comprueba que opera dentro de las tolerancias permitidas.".





		e)	Reemplázase el inciso segundo del número 17, por los siguientes:





			"Los reclamos serán comunicados por la Superintendencia a los afectados, fijándoles un plazo prudencial para informar. Si dicho informe fuere suficiente para esclarecer la cuestión debatida, dictará resolución inmediata. Si el afectado no contestare en el plazo fijado o si el hecho imputado fuere estimado de gravedad, la Superintendencia podrá disponer que se practique una investigación que le permita formarse juicio completo y dictar la resolución que sea procedente.











			En las resoluciones que dicte podrá aplicar multas u otras sanciones, conforme autoriza esta ley.





			Del mismo modo, aunque no medie reclamo, en los casos en que la Superintendencia compruebe infracciones a las normas cuyo cumplimiento le corresponde fiscalizar, podrá aplicar a los infractores las sanciones referidas.





			La forma de tramitación, los requisitos que deben cumplir las diligencias y actuaciones y la aplicación de sanciones, así como la interposición de recursos en contra de las referidas resoluciones, se ajustarán a lo dispuesto en el Título IV de esta ley y a lo que disponga el reglamento respectivo.".





		f)	Sustitúyese, en el número 19, la frase "una multa de una a cinco unidades tributarias mensuales", por la palabra "multas".





		g)	Suprímese, en el número 20, la frase "de hasta diez unidades tributarias mensuales,", que sigue a la palabra "multa".





		h)	Sustitúyese el número 21 por el siguiente:  





			"21.- Verificar y examinar los costos de explotación y el valor nuevo de reemplazo de las empresas concesionarias de servicio público de distribución de electricidad, que le sean comunicados conforme a la Ley General de Servicios Eléctricos, y ejercer las facultades que en esta materia le otorgan el citado cuerpo legal y su reglamento. 





			La Superintendencia estará, además, facultada para requerir de las empresas referidas, los ingresos de explotación mensuales.".





		i)	Reemplázase en el número 30, la frase "los reglamentos especiales de servicio que las empresas deban someter a su aprobación", por la expresión "las demás materias de su competencia".





		j)	Sustitúyese el número 34, por el siguiente:





			"34.- Aplicar e interpretar las disposiciones legales y reglamentarias cuyo cumplimiento le corresponde vigilar, y fijar normas para los casos especiales que se presenten y no estén expresamente contemplados en dicha normativa.".





		k)	Agrégase a continuación del número 34, los siguientes numerales, nuevos:





			"35.- Pronunciarse sobre los reglamentos especiales de servicio que las empresas concesionarias de servicio público sometan a su aprobación.





			36.- Impartir instrucciones de carácter general a las empresas y entidades sujetas a su fiscalización y adoptar las medidas tendientes a corregir las deficiencias que observare.





			 37.- Fijar normas de carácter general sobre la forma y modo de presentación de la información que las entidades sujetas a su fiscalización deban entregarle de conformidad a las leyes y reglamentos vigentes.





			 38.- Ejercer las demás funciones y atribuciones que el ordenamiento jurídico confiera a la Superintendencia de Servicios Eléctricos y de Gas o a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.".





	3)	Intercálase a continuación del artículo 3º, los siguientes artículos nuevos:





		"Artículo 3º A.- La Superintendencia podrá requerir a las personas y empresas sometidas a su fiscalización y a las relacionadas que mantengan transacciones con aquellas, la información que fuere necesaria para el ejercicio de sus funciones legales. En consecuencia, podrá exigir la comparecencia y declaración de testigos, la exhibición y entrega de copias de libros, tarifas, registros, contratos y demás documentos, estén contenidos en soporte físico o informático, que estime pertinentes para el cumplimiento de su cometido.





				Las personas y entidades sujetas a esta obligación, no podrán invocar cláusulas de confidencialidad para excusarse de exhibir y proporcionar copia de los documentos que le sean requeridos por la Superintendencia en cumplimiento de sus funciones legales.





				De igual modo, estarán obligadas a comunicar a la Superintendencia todo hecho relevante que pudiere afectar la normalidad del abastecimiento o la seguridad de los sistemas eléctricos, de gas y de combustibles, aún cuando no haya mediado requerimiento al efecto por parte de dicho organismo.





		El incumplimiento del requerimiento de información o de la obligación de proporcionarla sin mediar aquel, así como la entrega de información falsa, incompleta o manifiestamente errónea, será sancionado con las multas que autoriza esta ley.





		Artículo 3º B.- En casos calificados, la Superintendencia podrá requerir a las personas y empresas señaladas en el artículo anterior, bajo apercibimiento de multa, que efectúen auditorías para comprobar la veracidad, exactitud y autenticidad de los datos, antecedentes, documentos e informaciones que proporcionen a la entidad fiscalizadora.





		En estos casos, las auditorías requeridas serán de costo de la empresa o persona sujeta a fiscalización y, si así se dispone, deberán contratarse con un auditor acordado con la Superintendencia.





		


		Artículo 3º C.- El Superintendente podrá citar a declarar a los representantes legales, directores y administradores de las entidades fiscalizadas, respecto de algún hecho cuyo conocimiento estime necesario para el cumplimiento de sus funciones. No estarán obligados a concurrir a declarar, las personas indicadas en el artículo 361 del Código de Procedimiento Civil, a las cuales la Superintendencia deberá pedir declaración por escrito.





		El Superintendente podrá requerir de la justicia ordinaria, la aplicación del procedimiento de apremio contemplado en los artículos 93 y 94 del Código Tributario, en contra de las personas que habiendo sido citadas bajo apercibimiento, no concurran a declarar sin justificar causa.





		Artículo 3º D.- Los funcionarios de la Superintendencia, debidamente acreditados, tendrán libre acceso a las centrales, subestaciones, talleres, líneas y demás dependencias de los servicios eléctricos, de gas y de combustibles líquidos, así como a los Centros de Despacho Económico de Carga, para realizar las funciones de inspección y fiscalización que les son propias. En el ejercicio de esta atribución, los referidos funcionarios deberán cumplir las normas y procedimientos de seguridad internos vigentes para las mencionadas dependencias.





		Los funcionarios de la entidad fiscalizadora, pertenecientes a sus plantas de Profesionales y Fiscalizadores o asimilados a grados de las mismas, que sean designados como fiscalizadores de un servicio o instalación eléctrico, de gas o de combustibles líquidos, tendrán la calidad de ministros de fe en la verificación de los hechos constitutivos de infracciones a la normativa vigente.





		Los hechos establecidos por dichos ministros de fe, constituirán una presunción legal.	".





	


	4)	Reemplázase el inciso primero del número 2) del articulo 16, por el siguiente:





		"2)	Multa de una a diez mil Unidades Tributarias Anuales y de cualquier otra cantidad expresamente señalada en las leyes.".








	5)	Intercálase a continuación del artículo 16, el siguiente artículo 16 Bis, nuevo:





		"Artículo 16 Bis.- La interrupción o suspensión del suministro de energía eléctrica a consecuencia de fallas en la seguridad del sistema, que afecte parcial o íntegramente a una o mas áreas de concesión de distribución, será sancionada con una multa equivalente hasta el duplo del valor de la energía no suministrada durante la interrupción del servicio, valorada a costo de racionamiento.





		Adicionalmente, si a consecuencia de esta infracción el responsable obtuviere un beneficio cuantificable, la multa se incrementará hasta en el doble del beneficio obtenido.











		La comisión de esta infracción podrá llevar aparejada la suspensión, revocación o caducidad de las autorizaciones o concesiones, atendiendo a la intencionalidad, o a la reincidencia en la misma infracción. 





		Las sanciones establecidas en este artículo se aplicarán sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales en que pudiere incurrir el autor de la infracción.





		Para los efectos de este artículo, se considerará como infracción distinta, cada día que el infractor deje transcurrir sin ajustarse a las disposiciones de las leyes y reglamentos vigentes, después de la orden que al efecto hubiere impartido la Superintendencia.	".








	6)	Derógase el inciso 2º del artículo 17.








	7)	Intercálase a continuación del artículo 18, el siguiente artículo 18 Bis, nuevo:	





		"Artículo 18 Bis.- En contra de las resoluciones de la Superintendencia que apliquen sanciones, se podrá interponer el recurso de reposición establecido en el artículo 9° de la Ley N° 18.575, en el plazo de cinco días hábiles contado desde el día siguiente a la notificación de la resolución. La Superintendencia dispondrá de diez días hábiles para resolver.





		La interposición de este recurso suspenderá el plazo para reclamar de ilegalidad, siempre que se trate de materias por las cuales procede dicho recurso.".





	8)	Reemplázase el artículo 19, por el siguiente:





		"Artículo 19.- Las personas o entidades que estimen que las resoluciones de la Superintendencia no se ajustan a la ley, reglamentos o normas que le compete aplicar, podrán reclamar de dichos actos ante la Corte de Apelaciones de Santiago, previo pago de la multa impuesta.





		La reclamación deberá interponerse dentro del plazo de quince días hábiles, contados desde la notificación del acto reclamado.





		La Corte de Apelaciones dará traslado de ella por seis días hábiles a la Superintendencia, notificándole esta resolución por oficio.





		Cuando se pueda afectar la calidad o la continuidad del servicio, la interposición del recurso no suspenderá los efectos del acto reclamado, ni podrá la Corte decretar medida alguna con ese objeto, mientras se encuentre pendiente la reclamación. 





		Evacuado el traslado por la Superintendencia, o acusada la rebeldía, el tribunal ordenará traer los autos en relación y dispondrá agregar extraordinariamente la causa a la tabla del día subsiguiente, previo sorteo. 





		La Corte dictará sentencia dentro del término de quince días. Contra dicha resolución no procederá recurso alguno.".








	9)	Sustitúyese el inciso segundo del artículo 20, por el siguiente:





		"Declarada judicialmente la improcedencia total o parcial de la multa, la Superintendencia o el órgano jurisdiccional respectivo, según corresponda, deberá ordenar su devolución por la Tesorería General de la República, debidamente reajustada en la forma que señalan los artículos 57 y 58 del Código Tributario.".








Artículo 2°.-	Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1982, de Minería, Ley General de Servicios Eléctricos:








			1)	Agrégase al artículo 1º, el siguiente inciso segundo, nuevo:





				"Corresponderá a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, en adelante la Superintendencia, velar por la correcta aplicación de la presente ley, conforme a las atribuciones que se le confieren en su ley orgánica.".








			2)	Sustituyese el artículo 9º, por el siguiente:





				"ARTICULO 9º.- La aplicación de la presente ley corresponderá a la Superintendencia, sin perjuicio de las atribuciones conferidas a la Comisión Nacional de Energía, en adelante la Comisión; a las Municipalidades y al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.". 








3)	Derógase el Título V "De la Superintendencia de Servicios Eléctricos y de Gas".





 


			4)	Sustitúyese el artículo 138º, por el siguiente:





				"ARTICULO 138º Toda infracción a las disposiciones de la presente ley que no tenga expresamente señalada una sanción, será castigada con multa aplicada por la Superintendencia, de conformidad con su estatuto orgánico.





				Las infracciones a la presente ley, cometidas con voluntad criminal y que no tengan pena especial señalada, serán castigadas con reclusión menor en su grado máximo o multa de una a diez mil Unidades Tributarias Anuales.".























			5)	Deróganse los artículos 139º, 140º y 141º.".











Dios guarde a V.E.,





























		RAUL TRONCOSO CASTILLO


		Vicepresidente de la República

















	JORGE LEIVA LAVALLE


	Ministro de Economía, Fomento


	y Reconstrucción
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